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METODOODOLOGIA

1.  Momento inicial de recogimiento (oración o canto)

2.  Objetivos del tema 3:
•	 Conocer las diversas condiciones en las que un migrante requiere pro-

tección
•	 Conocer los principales convenios del derecho humanitario y laboral 

que ofrezcan protección a los migrantes
•	 La Protección a los solicitantes de asilo y a los refugiados
•	 La protección de las víctimas de la trata y el tráfico de personas
•	 La enseñanza de la Iglesia sobre la protección de los migrantes
•	 Empeño por la protección de los migrantes como misión

3.  Resumen del Material 2

4.  Desarrollo del tema 
•	 Comienza con un caso específico de violación a los derechos de los mi-

grantes, o resumen de una noticia o la experiencia de un participante.
•	 Exponer el contenido del tema 
•	 Determinar el nivel de protección de los migrantes en el país en el que 

se encuentran, verificando qué convenciones internacionales han sido 
ratificadas.

•	 Discutir las dificultades que se presentan para ayudar a los migrantes.
•	 Compartir la experiencia al trabajar con las ONG que participan en la 

promoción de los migrantes.

5.  El intercambio final puede girar en torno a las siguientes preguntas:
•	 ¿qué instrumentos es mejor usar para ayudar a los migrantes?
•	 qué instituciones o personas locales es útil conocer para ser más eficaz 

en la ayuda a los migrantes?
•	 con quién es importante aliarse para ser más eficaz en la realización de 

la defensa de los migrantes?

6.  Para profundizar
Además de los textos incluidos en la bibliografía, el facilitador puede 
sugerir otros en el idioma local.

7.  Evaluación. Rellene el breve formulario que se distribuye

8.  Conclusión con una oración o una canción
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Cuando pensamos en migrantes vienen a la mente imágenes de per-
sonas forzadas a dejar su terruño por razones de violencia u opresión, o 
personas forzadas a salir porque en el propio territorio hay pocas posi-
bilidades de un futuro mejor. 

Llegan también imágenes de trabajadores en labores fatigosas y mal 
remuneradas o de personas que aventuran, o que van en una balsa, o 
que están bloqueados o varados en la frontera porque les faltan los de-
bidos documentos. Estas imágenes dan la idea de migrantes con pocos 
derechos y poca protección. 

En realidad, los migrantes pueden beneficiarse de un sustancioso nú-
mero de derechos que los involucra. El problema radica en que estos de-
rechos o no son reconocidos por los Estados o la autoridad competente 
no los hace cumplir. Acá ilustraremos primero los derechos de los mi-
grantes como extranjeros (es decir, como personas que viven en un es-
tado del que no son ciudadanos); después hablaremos de los migrantes 
como trabajadores, como migrantes y como personas. Examinaremos, 
además, los derechos de los refugiados y solicitantes de asilo y los dere-
chos de los migrantes en situación irregular. Concluiremos con un pen-
samiento de la visión de la Iglesia sobre los derechos de los migrantes.

1. Derechos de los migrantes como traductores

La protección de las personas es un deber del estado hacia todos aque-
llos que están legalmente en su territorio. El ciudadano tiene derecho 
a la plena permanencia en el propio territorio del estado y, por tanto, 
a la protección total. La protección del extranjero está limitada al tipo 
de permanencia que el estado le ha concedido y en base a las normas 
establecidas. En el momento en que cada estado tiene o puede tener los 
propios ciudadanos que se hallan como extranjeros en otro estado es 
interés de cada estado asegurar la protección a los extranjeros y exigirla 
en base al principio de reciprocidad. La ley internacional que regula la 
relación entre estados no codificó la protección de los extranjeros. Existe 
solo una Declaración sobre los Derechos de los Extranjeros que no son ciuda-
danos del estado en el que viven, adoptada por las Naciones Unidas en 
1985. La protección que se podría esperar del propio estado mientras es 
extranjero de otro estado la rige la Convención de Viena sobre relaciones 
diplomáticas (1961), a la cual prácticamente todos los estados se adhi-
rieron. La fuerza diplomática de un estado ante otro depende de varios 
factores. Es importante el grado de amistad y las buenas relaciones entre 
estados, pero, al final, todo depende de la capacidad de coacción que un 
estado tiene sobre otro y, por tanto, el poder económico y militar.
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2. Derechos de los migrantes como trabajadores

Cada estado asegura la protección de los trabajadores de cada nacio-
nalidad en el propio territorio, pero el tipo de protección varía mucho 
basado en la ocupación y en las normas del estado. Por lo que se refiere 
a la ocupación, los trabajadores calificados están protegidos ya sea por 
las condiciones de vida y de trabajo, como por la remuneración y bene-
ficios agregados a su ocupación. Los trabajadores no clasificados gozan 
de una menor protección, ya que tienen menor capacidad de contrato 
y son reemplazados más fácilmente. Muchos migrantes hacen labores 
no calificadas. Se trata de trabajos pesados o poco deseados, que son 
ignorados por los ciudadanos, por lo cual hay demanda extranjera. Por 
lo que se refiere a las normas, los estados tienen estatutos que establecen 
los derechos y deberes de los trabajadores. No todas las ocupaciones 
son reguladas de la misma manera. En particular, trabajos temporales 
como enfermeras, niñera o cuidador o trabajos domésticos generalmen-
te ofrecen menos protección, al punto que en muchos estados no están 
incluidas en los estatutos de trabajadores.. Se trata de ocupaciones para 
las cuales se toma generalmente a trabajadores migrantes.

Para asegurar la protección a todos los trabajadores surgió en 1919 la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT). La OIT es una organiza-
ción con representación de los Estados, contratistas y sindicatos, que a lo 
largo del tiempo sacó muchos instrumentos de protección de los traba-
jadores. Son instrumentos que un estado miembro de la OIT tiene para 
hacer respetar su propia legislación. Un estado es libre de adoptar o no 
las normas de la OIT. Pertenecer a la OIT obliga a respetar ocho conven-
ciones aceptadas como fundamentales, que se refieren sustancialmente 
a la prohibición del trabajo forzado, la libre asociación y el derecho de 
negociar colectivamente los contratos de trabajo.  

Las convenciones de la OIT se aplican generalmente, salvo algunas 
excepciones, a todos los trabajadores sin distinción de nacionalidad. Por 
tanto, los migrantes como trabajadores gozan de la protección que un 
Estado miembro de la OIT da a todos los trabajadores que ratificaron 
esa convención.

3. Los derechos de los inmigrantes como inmigrantes

a. Los convenios de la OIT

Dado que no todos los convenios se aplican a todos los trabajadores, la 
OIT ha adoptado algunos convenios específicamente para la protección 
de los migrantes. Se trata del Convenio 97 (1949), que se aprobó en una 
época en que gran parte de la migración laboral se dirigía a Europa y 
contaba con el apoyo de muchos Estados europeos. Se aprobó el Conve-
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nio 143 (1975) para la protección de los trabajadores ilegales. De hecho, 
sólo la primera parte se aplica a los trabajadores irregulares y la conven-
ción sólo ha sido ratificada por 25 estados. Más recientemente, la OIT 
aprobó el Convenio 181, que trata de las agencias de empleo, con las que 
los migrantes suelen acudir para obtener trabajo, y el Convenio 189, que 
trata de todos los trabajadores domésticos, y por lo tanto también de los 
extranjeros. De igual forma, son de gran importancia los convenios de 
la OIT sobre seguridad social, que tienen por objeto garantizar que los 
trabajadores, incluidos los migrantes, reciban las prestaciones sociales 
y su portabilidad una vez que se vayan a otro país o regresen a su país. 
También hay convenios sobre profesiones específicas en las que se suele 
encontrar a los trabajadores migrantes, como las enfermeras (C149), los 
trabajadores de la construcción (C167) y los que trabajan en hoteles y 
restaurantes (C172).

La fuerza de los convenios de la OIT se deriva del hecho de que tam-
bién son aceptados por los empleadores y los sindicatos. Su debilidad, 
en lo que respecta a las convenciones que afectan más directamente a los 
migrantes, se debe al número reducido de ratificaciones de los Estados. 
A finales de julio de 2020, el C97 había sido ratificado por 50 estados, el 
C143 por 25, C181 de 34 y C189 de 30. Muchos migrantes se encuentran 
trabajando en Estados que no han ratificado esas convenciones y, por lo 
tanto, no las han absorbido en su propio sistema, o provienen de Esta-
dos que no son parte en esas convenciones. En general, la OIT promueve 
el principio de la igualdad de oportunidades y de trato entre los traba-
jadores nacionales y extranjeros, pero con demasiada frecuencia esto no 
se aplica en la práctica, especialmente en el caso de los migrantes no 
calificados. También sucede que los migrantes reciben poca protección 
porque los trabajadores nacionales también gozan de poca protección.

b. La Convención sobre la protección de los derechos de todos los trabaja-
dores migratorios y de sus familiares (IMWC)

La Convención tiene su origen ante algunas preocupaciones crecientes 
en los años 70: la migración irregular, la discriminación racial y la falta 
de protección de los derechos humanos iban en aumento. No se trataba 
de fenómenos inconexos, por lo que a la comunidad internacional se le 
ocurrió la idea de responder a ellos mediante una convención elaborada 
en el seno de las Naciones Unidas y, por tanto, con un fuerte énfasis en 
el aspecto humanitario. El proceso de redacción de la convención duró 
casi diez años, de 1981 a 1990.
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Dado su amplio objetivo de proteger a todos los migrantes, la Conven-
ción tiene un texto muy extenso (93 artículos), dividido en nueve seccio-
nes. La parte que contienen la protección efectiva de los derechos son la 
tercera, la cuarta y la quinta. Abarca la protección de todos los migran-

Instrumentos regionales

El regionalismo, es decir, la agregación de varios estados, normalmente 
limítrofes entre sí, para formar una región en la que el trato civil, económico 
y social especial para los ciudadanos de los estados miembros de la región 
ha seguido progresando desde el final de la Segunda Guerra Mundial. A 
nivel continental, está: la Unión Africana (UA) con sede en Addis Abeba; 
la Organización de Estados Americanos (OEA) con sede en Washington; el 
Consejo de Europa (con 47 estados participantes) con sede en Estrasburgo. 
La Liga Árabe, (de la que forman parte 22 estados) con sede en El Cairo. 
Estas organizaciones también se han dotado de una carta regional de dere-
chos humanos. Asia no tiene su propia agregación continental y no tiene su 
propia carta de derechos fundamentales.

     También hay organizaciones regionales, como la Comunidad Andina de 
Naciones (cuatro Estados miembros y cinco asociados); el Mercosur (cinco 
Estados miembros y siete asociados); la Comunidad del Caribe (CARICOM) 
con 15 Estados miembros; la Unión Europea (con 27 Estados miembros) 
con sede en Bruselas; la Comunidad Económica de los Estados de África 
Occidental (CEDEAO) con 15 Estados miembros; la Comunidad Africana, 
con seis Estados miembros; la Comunidad del África Meridional para el De-
sarrollo (SADC), con 16 Estados miembros; la Asociación de Naciones del 
Asia Sudoriental (ASEAN), ahora Comunidad Económica de la ASEAN, con 
10 Estados miembros; la Asociación del Asia Meridional para la Cooperación 
Regional (SAARC), con 8 estados miembros.  Estas organizaciones intergu-
bernamentales han adoptado a menudo tratados que facilitan la circulación 
de la mano de obra y ofrecen protección a los trabajadores migrantes. Sin 
embargo, el grado de aplicación de estos tratados deja mucho que desear.

El sistema regional más desarrollado, también por el trato de los migran-
tes, es la Unión Europea. Los ciudadanos de los Estados miembros de la UE 
pueden establecerse libremente en el territorio de otro Estado miembro, 
siempre que puedan asegurarse de que tienen un trabajo o una fuente de 
ingresos. En el caso de los migrantes de terceros países (es decir, los que no 
son miembros de la UE), la UE ha adoptado varias directivas comunes que 
son de valor para todos los Estados miembros. Donde la política migratoria 
europea sigue siendo deficiente es en la acogida de los solicitantes de asilo, 
que recae principalmente en los países a los que llegan los solicitantes de 
asilo, es decir, Italia, España y Grecia.
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tes, incluidos los de situación irregular, en la tercera parte, la protección 
de los migrantes que se encuentran en situación legal (cuarta parte) y, 
por último, la protección de las categorías especiales de migrantes.

Los derechos que se conceden a todos los migrantes son derechos 
humanos, es decir, derechos que los migrantes poseen como personas. 
Estos derechos se derivan de los Pactos Internacionales, el de derechos 
civiles y políticos y el de derechos económicos, sociales y culturales. Por 
conveniencia podríamos dividirlos en los derechos en cuatro categorías: 
derechos personales, garantías legales, libertades civiles y derechos eco-
nómicos, sociales y culturales. Los derechos políticos no se incluyen en 
esta parte porque son derechos de los ciudadanos y, por lo tanto, no se 
aplican inmediatamente al trabajador migratorio, y mucho menos al mi-
grante en situación irregular.

En cuanto al derecho a salir del propio país (artículo 8), no va más allá 
de lo que ya figura en los Pactos. El texto ha sido bien guardado para que 
no se interprete que fomenta la migración irregular, de modo que siem-
pre se afirman los derechos del Estado a regular la migración. Por otra 
parte, en el derecho a salir del país también existe el derecho a regresar 
al país, y el Pacto lo establece claramente, en contra de la tendencia de 
algunos Estados a rechazar a sus migrantes que son devueltos porque se 
encuentran en situación irregular en otro Estado.

La Convención protege el derecho del migrante a comunicarse con las 
autoridades consulares y diplomáticas de su propio país y a ser asistido 
por un intérprete en los procedimientos judiciales, de ser necesario de 
forma gratuita (Art. 16). Un migrante que es detenido por las leyes de in-
migración no debe ser colocado en instalaciones con personas que están 
detenidas por otros delitos. El incumplimiento del contrato de trabajo 
no basta por sí solo para privar al migrante de su permiso de residencia 
o de trabajo o para ordenar su expulsión (art. 17). Se prohíbe la expul-
sión colectiva de migrantes. Un migrante puede ser expulsado, pero sólo 
después de que su caso haya sido examinado individualmente.

En la tercera parte se restablece la igualdad de trato con los trabaja-
dores nacionales en lo que respecta a la remuneración y a las condicio-
nes de trabajo y empleo y, por lo tanto, se aplica a todos los migrantes, 
incluidos los que se encuentran en situación irregular (art. 25). Por lo 
tanto, un migrante en situación irregular no puede ser tratado de ma-
nera diferente a otros trabajadores en lo que respecta a las condiciones 
de trabajo, y su contrato de trabajo es válido incluso si no tiene permiso 
de residencia. Esto significa que el empleador no puede, como lamenta-
blemente sucede frecuentemente, denunciar al migrante irregular a las 
autoridades para evitar el pago de su salario.

En el caso de los migrantes que se encuentran en situación legal (cuar-
ta parte), la Convención reconoce derechos adicionales. Tienen derecho 
a ser informados sobre las condiciones de entrada, estancia y trabajo 
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antes de entrar en el país de inmigración. Tienen derecho a ser tratados 
con los trabajadores nacionales en lo que respecta al despido, el subsidio 
de desempleo, la admisión en un empleo público (artículo 54) y la posi-
bilidad de empleo (artículo 55). Tienen la misma igualdad en cuanto a 
la admisión en la escuela, la formación, el acceso a los servicios sociales 
y de salud y la obtención de un empleo (artículo 55). Tienen la misma 
igualdad en cuanto a la admisión en la escuela, la formación, el acceso 
a los servicios sociales y de salud, y la obtención de una casa. Pueden 
formar parte de cooperativas y desarrollar iniciativas culturales (art. 43).

La igualdad de trato con respecto a la seguridad social es también un 
derecho humano, pero la legislación nacional tiene amplias facultades 
para decidir cómo aplicar este derecho. Por lo tanto, es de esperar que 
los empleadores que emplean a migrantes en situación irregular no pa-
guen contribuciones y que, por lo tanto, los migrantes no puedan obte-
ner beneficios sociales. En algunos aspectos, la Convención ha dado un 
paso atrás con respecto a los Convenios de la OIT. Por ejemplo, sobre la 
posibilidad de elegir una actividad remunerada (después de dos años en 
los Convenios de la OIT y después de cinco años en la Convención de las 
Naciones Unidas) o sobre la libertad de formar un sindicato propio (que 
se concede sólo a los migrantes en situación legal).

a Convención no ha avanzado en la cuestión de la reunificación fa-
miliar (artículo 44), que sigue expresándose no como un derecho del 
migrante sino como una recomendación hecha a los Estados y limitada 
a los cónyuges e hijos solteros a cargo de los cónyuges.

En cuanto a la compleja cuestión de la educación de los hijos de los mi-
grantes, la Convención se limita a afirmar que el derecho a la educación 
es un derecho humano (art. 29). Por lo tanto, los hijos de los migrantes 
irregulares también tienen derecho a la educación.

Los derechos políticos se derivan del estatus de los ciudadanos. Los 
trabajadores migrantes pueden ejercer sus derechos políticos en su país 
de origen, y el país en el que trabajan no debe obstaculizar este derecho. 
Sin embargo, los migrantes suelen tener graves dificultades para poder 
ir a su país a ejercer sus derechos políticos. Por esta razón, y por el hecho 
de que los migrantes contribuyen de muchas maneras a la sociedad del 
país en el que se encuentran, puede ser que se admita a los migrantes a 
un ejercicio limitado de estos derechos. La Convención prevé tres nive-
les de participación (artículo 42): la participación en instituciones para 
trabajadores migrantes; la participación en decisiones que afectan a la 
comunidad local; y la participación en la vida política si la condición de 
inmigrante lo permite.

La Convención sigue siendo el instrumento más amplio y completo 
para la protección de los migrantes. Sin embargo, su debilidad radica en 
el limitado número de Estados que lo han ratificado (sólo 51 a finales de 
julio de 2020). Es un aspecto que comparte con otros instrumentos in-
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ternacionales para la protección de los migrantes e indica que la política 
hacia los migrantes sigue siendo esencialmente nacional y no multila-
teral. Sin embargo, la Convención sigue siendo importante al menos en 
otros dos aspectos. El primero es su valor como referencia, especialmen-
te para quienes trabajan al servicio de los migrantes y se sienten apoya-
dos por el pensamiento, si no la práctica, de la comunidad internacional. 
La segunda es que la Convención tiene validez efectiva en zonas, como 
América Latina, donde la mayoría de los países la han ratificado

4. Los derechos de los migrantes como personas

El tema ya se trató en la sección anterior, pero merece un estudio más 
profundo. De hecho, desde el final de la Segunda Guerra Mundial, las 
Naciones Unidas aprobaron una serie de instrumentos que constituyen 
el cuerpo del derecho humanitario y, a menos que se especifique lo con-
trario por motivos de nacionalidad, los derechos humanos se aplican a 
todos los migrantes. El primer instrumento fue la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (1948), que se convirtió en un instrumento jurí-
dico con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(1966). Ya hemos indicado cómo la sustancia de estos dos pactos ha sido 
absorbida por la Convención sobre los Derechos de los Migrantes.

La referencia a la Convención contra la discriminación racial (ICERD 
- 1965) es útil cuando los migrantes son discriminados, por ejemplo, en 
aspectos de educación, vivienda, servicios públicos o compra de tierras.

La Convención sobre la Protección de la Mujer (CEDAW - 1979) es un 
punto de referencia importante porque la migración tiene un papel cada 
vez más importante, y en algunos casos incluso preponderante, de la 
mujer. La condición de la mujer puede ser un factor que incrementa la 
vulnerabilidad de los migrantes y la referencia a la Convención es útil 
para aumentar la sensibilidad ante las cuestiones de género en las nor-
mas que rigen el trato a los migrantes.

La Convención contra la Tortura (CAT - 1984) es especialmente rele-
vante para las situaciones en las que se hace uso excesivo de la fuerza 
en la aplicación de las leyes de inmigración, en particular a través de 
períodos de detención inapropiado o excesivamente largo y condiciones 
inhumanas en los campos de detención.

La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN-1989), la más ratifi-
cada de todas las convenciones, es particularmente relevante para todos 
aquellos casos en los que los niños están involucrados en el proceso de 
migración. El principio consagrado en la Convención, a saber, que las 
medidas que se adopten deben responder al interés superior del niño, 
debe aplicarse en todas las situaciones en que haya niños involucrados. 
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Se trata del derecho del niño al nacimiento y a la nacionalidad, el dere-
cho a vivir con su familia, el derecho a la educación, el derecho a no ser 
separado de sus padres, los derechos en caso de detención por migra-
ción irregular.

Por último, no hay que olvidar la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (CDPD - 2006) y la Convención contra la 
Desaparición Forzada de Personas (CPED - 2006).

En 1999, el Relator Especial sobre los derechos humanos de los Mi-
grantes (https://www.ohchr.org/).

5. Los derechos de los solicitantes de asilo y los refugiados

En el derecho internacional se mantiene la distinción entre la migra-
ción forzada y la migración por elección, aunque muchas personas se 
preguntan si quienes emigran forzados por causas económicas lo hacen 
realmente por elección. La migración forzada es el movimiento de per-
sonas que se ven obligadas a huir a causa de conflictos armados o desas-
tres naturales y ambientales o desastres químicos o nucleares o proyec-
tos de desarrollo. Si permanecen dentro de su propio país se consideran 
personas desplazadas (PDI). Si entran en otro estado se les considera 
solicitantes de asilo y posiblemente refugiados.

La protección de los derechos de los refugiados se consagró en la Con-
vención de Ginebra (1951). La Convención, que se aprobó exclusivamen-
te para la protección de los refugiados de Europa después de la Segunda 
Guerra Mundial, fue enmendada por el Protocolo de 1967, que eliminó 
las limitaciones geográficas y temporales contenidas en la Convención, 
que por lo tanto se aplica a todos los refugiados.

Según la Convención, un refugiado es una persona que es perseguida 
por razones específicas, como la raza, la religión, la nacionalidad, la per-
tenencia a un grupo social determinado o la opinión política, y se encuen-
tra fuera de su propio país y no puede pedir ayuda en su propio país. La 
definición es muy debatida y hay grupos que desearían que se ampliara.

La Convención no obliga a un Estado a conceder asilo político, pero 
le obliga a respetar el principio de no devolución. En otras palabras, la 
Convención obliga a un Estado en el que haya entrado una persona a 
solicitar asilo político a examinar si su temor a ser perseguido está justi-
ficado y a no enviarla de vuelta a su país, siempre que existan las condi-
ciones para que la persona salga de su país. La Convención no aborda el 
problema de las causas de la migración forzosa, ni prevé medidas para 
prevenir la migración forzosa o para distribuir la responsabilidad de 
proteger a los refugiados no sólo a los Estados que están en conflicto con 
aquellos de los que procede la migración forzosa.
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La Convención no incluye la protección de las personas desplazadas, 
para las que la comunidad internacional sólo ha publicado principios 
rectores sobre cómo tratarlas. 

6. Tráfico y contrabando de migrantes

La Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
adoptada por las Naciones Unidas en Palermo en 2000, también tiene 
dos protocolares. El primero se refiere a la trata de personas, especial-
mente de mujeres y niños. El presente protocolo ofrece una definición 
larga y compleja de quién debe ser considerado víctima de la trata. Se 
necesitan tres elementos: el acto de reclutar, transportar, transferir y re-
cibir gente;  la manera, lo que implica la amenaza o el uso de la fuerza 
u otras formas de coacción o engaño o abuso de poder, o la concesión o 
recepción de compensaciones o beneficios; y el propósito, que debe ser 
para la explotación de la persona. La explotación puede consistir en la 
prostitución, el trabajo forzoso o la extracción de órganos. Con respecto 
al acto, no es relevante si la persona ha dado o no su consentimiento. 
Cuando la persona involucrada en la trata es un niño, siempre es trata 
de personas. La trata de personas también puede tener lugar dentro del 
mismo país. Para combatir el tráfico, se utilizan las cuatro P: prevención, 
protección, prosecución y asociaciones entre organizaciones involucra-
das en esta área. 

El otro protocolo se ocupa del tráfico de migrantes, que consiste en 
facilitar la entrada ilegal de migrantes en un Estado para obtener un be-
neficio. Este es el caso clásico de individuos y organizaciones criminales 
que operan en la frontera y explotan la desesperación de los migrantes, 
haciéndoles pagar grandes sumas de dinero, para luego abandonarlos, 
tal vez a merced del mar. El protocolo no considera a los migrantes que 
utilizan estos medios como criminales, sino como víctimas, y sin embar-
go les permite que sean deportados.

Existen muchos puntos de contacto entre la migración irregular y la 
trata y el tráfico de migrantes. A menudo, los migrantes que son vícti-
mas de contrabando son migrantes irregulares. Pero no todos los mi-
grantes irregulares son víctimas de la trata. Frecuentemente las ONG no 
hacen esta distinción, que es necesaria para no disminuir la pertinencia 
del protocolo sobre la trata y las severas penas que deben imponerse 
a los delincuentes que se dedican a la trata de personas. Como ya se 
ha examinado en la sección sobre la Convención Internacional sobre la 
protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de 
sus familiares, los migrantes irregulares tienen derechos, en particular 
derechos humanos y derechos como trabajadores. Se aplica una mayor 
protección a las víctimas de la trata, en particular contra posibles repre-
salias de los traficantes.
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7. La protección efectiva de los migrantes

La protección de los migrantes comprende varios aspectos: en primer 
lugar, el reconocimiento de sus derechos; luego, la adhesión de los Es-
tados a los instrumentos que reconocen esos derechos; por último, la 
aplicación de las medidas previstas en los instrumentos. Como hemos 
visto, el primer aspecto es bastante amplio en el sentido que hay varios 
instrumentos que los migrantes pueden invocar para su protección. El 
segundo aspecto es menos extenso. Por un lado, el derecho humanitario 
ha sido respetado por muchos estados; por otro lado, es precisamente 
la convención que protege a los migrantes la que ha recibido el menor 
número de adhesiones, y lo mismo puede decirse de las convenciones 
de la OIT. El tercer aspecto es aún más deficiente, ya que los derechos de 
los migrantes suelen ser pisoteados y no hay suficientes acciones legales 
a su favor.

En particular, cabe recordar que las convenciones internacionales son 
tan eficaces como el sistema que vigila su aplicación. En este sentido, el 
mecanismo que supervisa la aplicación de los convenios de la OIT es más 
eficaz que el sistema que supervisa la aplicación de los convenios de la 
ONU. El IMWC tiene un comité que examina los informes presentados 
por los estados sobre la forma en que han implementado la convención 
y envía comentarios sobre esos informes a los estados. También existe la 
posibilidad, si un estado está de acuerdo, de que el comité examine las 
quejas presentadas por otro estado o por partes independientes sobre 
la no aplicación de la convención, pero eso no suele ser el caso. Aunque 
carecen de eficacia directa, las convenciones internacionales tienen fuer-
za moral en el sentido de que apuntan en la dirección en que debe ir la 
protección de los derechos de las personas. Son una valiosa herramienta 
en manos de la sociedad civil para controlar la acción del gobierno. De 
hecho, la fuerza del derecho humanitario consiste en fijar un límite al 
poder del Estado y es un límite al que todo gobierno es sensible, porque 
nadie quiere ser acusado de no respetar los derechos humanos de las 
personas bajo su jurisdicción.

Hay un número de organizaciones internacionales con competencia 
en el área de los inmigrantes. Ya hemos mencionado a la OIT, que tiene 
competencia sobre los trabajadores migrantes. La Organización Interna-
cional para las Migraciones (OIM) se estableció después de la Segunda 
Guerra Mundial para facilitar el regreso de los refugiados y fue reco-
nocida recientemente como una organización de las Naciones Unidas 
con competencia en materia de migración. El Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) tiene jurisdicción sobre 
los refugiados y las personas desplazadas. Estos y otros organismos se 
agruparon en la Red de las Naciones Unidas en 2019. Con sus distinta 
competencia específica, estos organismos desempeñan principalmente 
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un papel de apoyo a los Estados individuales y un papel de apoyo a los 
migrantes en apuros y a los refugiados, reuniendo apoyo financiero de 
los Estados miembros para los programas que llevan a cabo.

Si bien el enfoque multilateral revela varias deficiencias en la protec-
ción de los migrantes, el enfoque bilateral, que consiste en tratados o 
memorandos de entendimiento, puede ser más eficaz porque lo estipu-
lan dos Estados sobre la base de reciprocidad. Por supuesto, la eficacia 
de los acuerdos depende de su contenido.

En conclusión, el derecho humanitario no es la primera instancia que 
se invoca cuando no se respetan los derechos de los migrantes. Derecho 
humanitario, de hecho, pertenece a los principios fundamentales en los 
que se basa la coexistencia humana y, en general, los estados han incor-
porado esos principios en su propia constitución. La protección efectiva 
de los derechos está dada por los códigos civiles y el derecho penal, que 
reflejan la forma en que un Estado tradujo los principios constitucio-
nales y ha previsto medidas contra los que no cumplen con el derecho 
constitucional en leyes y procedimientos para obtener justicia.

8. La Iglesia y los Derechos de los migrantes

La Iglesia reivindica en el mensaje de fraternidad universal inherente 
al Evangelio el fundamento del concepto de los derechos humanos. Al 
mismo tiempo, la Iglesia no se ha encontrado, y sigue sin encontrar-
se, alineada con la noción de derechos humanos, al reivindicar como 
derecho humano cualquier tenacidad o deseo que puedan expresar las 
personas o grupos. Sin embargo, desde un tiempo en que la Iglesia vio 
la noción de los derechos humanos como reivindicaciones individua-
listas y egoístas de los derechos humanos, hasta un tiempo en que la 
Iglesia defiende los derechos humanos como expresión de la defensa 
de la dignidad de la persona. El cambio vino primero con Juan XXIII, 
quien en Pacem in Terris (1963) enunció los derechos humanos, y lue-
go con el Segundo Concilio Vaticano y con los subsecuentes pontífices. 
Naturalmente, al mismo tiempo que pide la protección de los derechos 
humanos, la Iglesia también recomienda la necesidad de que la persona 
asuma sus responsabilidades.

No obstante, en lo que respecta a los derechos de los migrantes, la Igle-
sia ha sido pionera. Algunas enseñanzas fundamentales están conteni-
das en los ensayos de Pío XII y en el Exsul Familia Nazarethana (1952), y 
luego retomadas y desarrolladas por pontífices subsiguientes. Podemos 
destacar brevemente el más importante de estos derechos y la diferencia 
entre la posición de la Iglesia y la de la comunidad internacional.

El derecho a emigrar. Las convenciones internacionales reconocen el 
derecho de la persona a salir del país y regresar a él. Este derecho no 
equivale al derecho a emigrar, porque carece del aspecto de entrar en 
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otro país. La Iglesia, por otra parte, al desarrollar el derecho de la fa-
milia a un espacio vital, formula también el derecho a emigrar, que no 
puede ser negado bajo el pretexto del bien común entendido de ma-
nera errónea. En otras palabras, la Iglesia reconoce que el Estado tiene 
el derecho de regular la emigración y la inmigración. Sin embargo, el 
bien común puede entenderse de manera egoísta, y se puede negar la 
salida o entrada de los migrantes para proteger el egoísmo de ese país. 
En tal caso, la Iglesia no reconoce el derecho del Estado a restringir la 
migración porque, por encima del bien común del Estado, está el bien 
común de la comunidad humana. En este marco, la Iglesia afirma el de-
recho a emigrar como un derecho de la persona, lo que implica también 
la posibilidad no sólo de salir de un país sino también de entrar a otro 
(mensaje del Día Mundial del Migrante de 1995). La Iglesia deja que la 
política medie entre el derecho de la persona y la responsabilidad del 
Estado. Pero también la política está sujeta al examen de la ética. Desde 
el punto de vista ético, cuanto más se encuentra el migrante en la nece-
sidad de emigrar, más el Estado tiene el deber de admitirlo. Si el Estado 
puede rechazar a los migrantes que intentan entrar de forma irregular, 
su poder es menos reconocido en el caso de las personas desplazadas y 
los solicitantes de asilo.

El derecho a no emigrar. Al mismo tiempo que el derecho a emigrar, la 
Iglesia también recuerda que las personas tienen sobre todo el derecho 
a vivir y trabajar en su propia tierra. Por consiguiente, la migración no 
puede ser la única forma de responder a las desigualdades sociales o a la 
falta de perspectivas de una vida digna. En otras palabras, la Iglesia pide 
que se aborden las causas de la migración. En este sentido, existe un 
profundo vínculo con el derecho al desarrollo, que debe desarrollarse 
para toda la persona y para todos los pueblos. La migración es la conse-
cuencia de la falta de desarrollo o de un desarrollo salvaje y contribuye 
al desarrollo, pero también puede tener consecuencias perniciosas para 
el desarrollo de la persona y la sociedad. En este sentido, Erga Migrantes 
(30) subraya la necesidad de un nuevo orden económico y el Papa Fran-
cisco pide una nueva forma de economía.

El derecho a vivir con la familia. La familia es a menudo la razón por 
la que uno emigra. La Iglesia siempre ha apoyado el derecho del mi-
grante a vivir con la familia. Además de los documentos dedicados a la 
emigración, este derecho también es apoyado por la Iglesia en la Carta 
de los Derechos de la Familia (1983). Por supuesto, existen obstáculos 
prácticos que impiden el ejercicio de este derecho, en particular condi-
ciones de vivienda insuficientes, razón por la cual la Iglesia pide que 
se eliminen esos obstáculos (mensaje del Día Mundial del Migrante de 
1993). Desde este punto de vista, la enseñanza de la Iglesia va más allá 
de la legislación internacional, que se limita a recomendar a los Estados 
que fomenten la reunificación familiar.
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Los derechos culturales. La Iglesia siempre ha sido sensible al aspecto 
cultural de la migración. Los migrantes no son sólo trabajadores. Son 
personas, con valores y expresiones que provienen de su tradición y 
que no deben ser simplemente ignoradas o borradas. Los migrantes no 
deben ser forzados a asimilarse en el país de llegada, sino que deben 
formar parte de un proceso de integración. Por otra parte, los migrantes 
tampoco quieren encerrarse en un gueto, sino participar y contribuir a 
la vida de la sociedad en la que se encuentran. Lo mismo debe decirse 
de los migrantes de tradición cristiana y su relación con las comunida-
des del país donde se encuentran. Deberían establecerse procedimientos 
de recepción e integración, apreciando la forma en que los migrantes 
pueden contribuir a la vida de la comunidad con la originalidad de su 
tradición.

El derecho a una atención pastoral específica. Este no es un derecho 
que se encuentra en las convenciones internacionales, pero es un aspecto 
muy importante para la Iglesia. El Consejo lo resumió como un deber 
especial de los obispos (CD 18). El Código de Derecho Canónico, si bien 
absorbe las normas que la Iglesia ha elaborado para la atención de los 
migrantes, no ha formulado un derecho de los migrantes a una atención 
específica. Sin embargo, el Erga Migrantes lo hizo (1). Es necesario pres-
tar una atención especial a los migrantes de primera generación o a los 
migrantes temporales, que no tienen un proyecto de integración en la 
sociedad local. El cuidado específico no significa desatender el proceso 
de inserción y la participación en la comunidad local de forma indefini-
da. El cuidado específico no debe ser una excusa para las iglesias para-
lelas. Los migrantes pertenecen a la iglesia local y es deber de la iglesia 
local cuidarlos.

9. El compromiso de progeter los derechos de los migrantes

No basta con conocer los derechos. Es necesario respetarlos y promo-
verlos. La primera responsabilidad de reconocer y hacer cumplir los de-
rechos de las personas recae en el Estado, que paradójicamente es a ve-
ces también la institución responsable de la violación de esos derechos. 
Por lo tanto, es necesario remediar las deficiencias del Estado a través 
de la acción de la sociedad civil. Hay muchas organizaciones no guber-
namentales comprometidas con la defensa de los derechos humanos y 
también muchas otras que se dedican específicamente a la protección de 
los derechos de los migrantes. La mejor manera de lograr algún éxito es 
a través de la colaboración.

La Iglesia ha hecho de la protección de la dignidad humana una parte 
central de su misión. “La Iglesia se siente ofendida cuando los derechos 
humanos, quienquiera que sea, dondequiera que esté, son ignorados y 
violados” (Mensaje a las Naciones Unidas, 1973). La pertenencia de la 
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protección de los derechos humanos a la misión de la Iglesia es afirmada 
varias veces también por Juan Pablo II (Redemptoris Missio 37 y 42).

Por lo tanto, se requiere la misma preocupación con respecto a los mi-
grantes y los refugiados. Es una misión que requiere conocimiento y 
consiste en una variedad de acciones.

•	 Vigilar el cumplimiento de las convenciones que un estado ha rati-
ficado. Se trata sobre todo de ver la diferencia entre la retórica, de 
la que las declaraciones de los gobernantes son ricas, y la práctica.

•	 Formación en el conocimiento de los derechos. Los migrantes sue-
len desconocer muchos de sus derechos o no saben cómo actuar 
cuando son víctimas de una injusticia. La formación puede organi-
zarse de muchas maneras, utilizando en particular las posibilida-
des de comunicación social.

•	 Abogacía y cabildeo. Son iniciativas que requieren preparación y 
organización. Son particularmente eficaces cuando se llevan a cabo 
junto con otras organizaciones, para aumentar la presión en las 
instituciones y para ser escuchado. 
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grants https://www.ohchr.org/EN/Issues/Migration/Pages/VideoStories.aspx
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